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 0. INTRODUCCIÓN 
· La Unión Europea (UE) es una entidad supranacional que tiene su origen en el Tratado de Roma del 25 de marzo de 1957 y que constituye el proceso de integración política y económica más avanzado en la actualidad.

· En efecto, desde la firma del Tratado de Roma, dicho proceso de integración se ha ido expandiendo y acelerando notablemente, a pesar de contratiempos puntuales que han impedido el avance en línea recta. Así:

De los 6 países miembros iniciales, se ha pasado a 28 en la actualidad (27 en los próximos meses cuando Reino Unido formalice su abandono de la UE), con una población conjunta de más de 500 millones de habitantes (~7% de la población mundial) y un PIB conjunto de más de 14 billones de euros
 (~20% del PIB mundial).

La unión aduanera ha evolucionado hasta convertirse en una unión económica. Algunos países han pasado incluso a formar, además, una unión monetaria.

· Un mercado único se define como aquel nivel de integración económica en el que los bienes, los servicios y los factores de producción pueden circular libremente.
· La consecución del mercado interior era ya uno de los principales objetivos del Tratado de Roma. No obstante, este objetivo tardaría más de 30 años en realizarse: no será hasta 1986 cuando la firma del Acta Única Europea establezca un plazo formal para su consecución: 31 de diciembre de 1992.

· La tardanza en lograr este objetivo, a pesar de los múltiples beneficios tanto estáticos como dinámicos que puede ofrecer, no hace sino evidenciar las múltiples barreras que debe superar la formación de un mercado común, que incluyen todas aquellas que dificulten de un modo u otro las 4 libertades fundamentales: libre movilidad de bienes, servicios, personas, y capitales.

· Esquema:

Comenzaremos analizando brevemente los beneficios del mercado interior.

A continuación, veremos cómo la Comunidad Económica Europea fue superando las diferentes barreras que impedían la consecución de dicho mercado.

Un mercado común debe contar con una serie de políticas de apoyo para que funcione correctamente. Entre éstas, debe destacarse la política de competencia, que garantiza que las ganancias competencia generadas por la consecución del mercado interior no desaparezcan como resultado de prácticas anticompetitivas por parte de las empresas que operan en dicho mercado. Por lo tanto, dada la importancia de dicha política para el correcto funcionamiento del mercado interior, realizaremos finalmente un análisis de la política de competencia comunitaria.
· Esquema: 
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3.4. La coordinación de la política de competencia con otras autoridades



 1. BENEFICIOS POTENCIALES DE UN MERCADO COMÚN
 1.1. Beneficios teóricos
[“Efectos dinámicos”, tema 10-B]

 1.2. Informe Cecchini
· Uno de los estudios más famosos acerca de los beneficios de un mercado común es el que la Comisión Europea encargó a un grupo de expertos dirigido por Paolo Cecchini, con el objetivo de evaluar el coste que suponía para Europa a finales de los 80 la no consecución del mercado único.

· El informe resultante, publicado en 1988 bajo el nombre “Los costes de la no-Europa”, concluyó que la realización del mercado único comunitario tendría, en el plazo de 6 años, los siguientes efectos:

a. Aumento de la actividad económica en un 4-5% del PIB comunitario.

b. Creación de casi 2 millones de puestos de trabajo.

c. Disminución de la inflación de 6 puntos.

d. Impacto positivo sobre el comercio internacional de en torno al 1% del PIB.

e. Reducción de los déficits públicos de en torno a 2 puntos porcentuales.

 2. LA CONSTRUCCIÓN DEL MERCADO INTERIOR
 2.1. Origen
Hasta los años 80

· La construcción del mercado común era un objetivo comunitario prioritario ya desde sus orígenes, configurándose como un objetivo a medio plazo en el Tratado de Roma.

· El Tratado de Roma adoptó, además, algunos objetivos a corto plazo que también contribuyeron a la formación del mercado interior, entre los que cabe destacar:

1. Creación de una unión aduanera en un plazo máximo de 12 años.

2. Prohibición de las cuotas.

3. Prohibición de las “medidas de efecto equivalente” (i.e. todas aquellas normas que ocasionan una discriminación por razón geográfica, impidiendo o limitando las importaciones de un determinado bien, aunque su finalidad declarada sea aparentemente neutral).
· El fuerte impulso que el proceso de integración económica comunitario experimenta durante sus primeros años hará que el plazo para la constitución de la unión aduanera no llegue a agotarse: ésta se alcanzará el 1 de julio de 1968 (un año y medio antes de los 12 previstos).

· Esto permitió, al mismo tiempo, que se avanzase en la construcción de un mercado único: los países habían eliminado las restricciones arancelarias y los contingentes entre sí, y habían establecido un arancel externo común.

· Además, se habían realizado progresos en otros ámbitos. Por ejemplo, la puesta en marcha de un sistema de recursos propios para las finanzas europeas había dado lugar a una cierta armonización fiscal, con la generalización del IVA entre los Estados miembros.
· Sin embargo, en los años 80 aún persistían múltiples barreras que impedían la consecución de un mercado común.

Años 80

· El intento de poner fin a lo que se conoció como “euroesclerosis” y mejorar la competitividad de la Comunidad Económica Europea dio un nuevo impulso a la formación del mercado interior.
· Así, en 1985 se presenta el “Informe Delors I” (o “Libro Blanco”), que identificó las barreras que aún restaban por superar para la consecución del mercado único y recogió un calendario para la superación de las mismas.

· Dichos objetivos se recogerán oficialmente en el Acta Única Europea en 1986 (en vigor en 1987). El Acta Única contribuyó de manera decisiva a la consecución del mercado común ya que:

1. Estableció un plazo específico para su consecución: 31 de diciembre de 1992.

2. Adoptó un nuevo enfoque respecto al mismo, al reemplazar el intento de armonización de las legislaciones nacionales por el principio de reconocimiento mutuo.

· Este principio implicó la obligación de reconocimiento mutuo de los estándares nacionales. Es decir, que un producto que cumpliese los estándares necesarios para poder ser vendido legalmente en un determinado país de la CEE podría venderse también en cualquier otro Estado miembro, sin que se le pudiesen exigir requisitos adicionales.
· Como ya se comentó, la formación del mercado interior implica garantizar las 4 libertades fundamentales: libre movilidad de mercancías, servicios, personas y capitales. A continuación, veremos los avances que se han producido en todos estos ámbitos.

 2.2. Libre circulación de mercancías
· Como ya se ha señalado, el Informe Delors I identificó los principales tipos de obstáculos a la libre circulación de mercancías: barreras físicas, técnicas, fiscales, y restricciones de acceso a contratos públicos por parte de proveedores extranjeros.

Barreras físicas

· A pesar de que, desde julio de 1968, se habían eliminado las barreras arancelarias, seguían existiendo numerosas barreras que dificultaban el traspaso de fronteras de los bienes: controles veterinarios y sanitarios en frontera, supervisión de licencias de transporte, etc.

· Desde 1993 se suprimen los controles aduaneros para el tráfico de mercancías de origen comunitario, lo que exigió importantes esfuerzos de adaptación:

a. Armonización de ciertas normas sobre controles sanitarios y de seguridad.

b. Aplicación del principio de reconocimiento mutuo, de forma que si las mercancías han sido ya debidamente controladas en el país exportador, no sea necesario realizar nuevos controles en el país importador.

c. Puesta en marcha de un nuevo sistema de recogida de datos estadísticos (INTRASTAT), basado en declaraciones periódicas de las empresas participantes en transacciones intracomunitarias, evitando así los trámites en frontera.

d. La supresión de las fronteras intracomunitarias dio lugar a un nuevo reto: el fortalecimiento de las fronteras exteriores de la UE, de modo que las aduanas nacionales que controlan estas fronteras pasasen a funcionar como si fuesen una sola
.

· Esto requirió el refuerzo de la cooperación aduanera, a través de la puesta en marcha del programa de cooperación administrativa “ADUANAS”, que busca garantizar que todas las aduanas apliquen uniformemente los criterios y procedimientos de control contenidos en el Código de Aduanas, común para toda la UE.

Barreras técnicas

· Las barreras técnicas comprenden toda la normativa y regulación relativa a aspectos concretos que, al variar entre países, dificultan la movilidad de bienes.
En efecto, estas barreras suponen un coste importante para los fabricantes, puesto que, al tener que producir series más cortas (cada una de ellas adaptada a las exigencias técnicas concretas de un mercado particular), se produce una importante pérdida de eficiencia al no poderse aprovechar las economías de escala.

· El Acta Única Europea (1986) contribuyó a superar estas barreras a través de:
1. Simplificación del procedimiento tradicional de armonización legislativa, de manera que desde entonces en la mayoría de casos ya no se exigía la unanimidad, sino que bastaba con la mayoría cualificada.

2. Principio de reconocimiento mutuo, como veíamos. Este principio, sin embargo, podía generar 2 problemas: relocalización de los productores y competencia en la desregularización
a. Relocalización de los productores: al permitirse la persistencia de diferentes reglamentaciones nacionales con distintos niveles de exigencia, se podían generar incentivos para la relocalización de empresas, de forma que éstas acabasen ubicándose en el país con una reglamentación más laxa, para vender desde allí libremente al resto de Estados miembros.

b. Competencia en la desregularización: lo anterior podía generar un proceso de desregularización, pues los Estados miembros podían acabar estableciendo regulaciones más laxas con el fin de atraer más empresas.

Restricciones de acceso a contratos públicos por parte de proveedores extranjeros

· Este tipo de restricciones discriminan a los proveedores extranjeros en favor de los nacionales en los procedimientos de asignación de contratos públicos. Y dado que las compras públicas tenían un peso importante en el PIB, este tipo de barreras podía segmentar el mercado comunitario.

· Los efectos esperados de la eliminación de estas barreras eran:

a. Efecto directo, en la forma de un menor coste para el sector público, al poder recurrir a proveedores más eficientes.

b. Efecto pro-competitivo, en la forma de competencia por la concesión de contratos que generase reducción de costes.

c. Efecto reestructuración, en la forma de una concentración de empresas para explotar economías de escala.

· De entre las medidas adoptadas para eliminar este tipo de barreras, destacaron:

1. Promulgación de directivas que hacían más estrictos los procedimientos de anuncio, licitación y concesión de contratos de gran envergadura.

2. Ampliación de las normas sobre contratos públicos a sectores hasta entonces excluidos (como el suministro de agua, la energía o los transportes).

3. Establecimiento de mecanismos de control que permitiesen a las empresas recurrir administrativamente.

· Si bien la transparencia ha mejorado, todavía subsisten problemas de aplicación que hacen que la participación de proveedores no nacionales en estos contratos sea aún escasa.
Barreras fiscales

· La fiscalidad sigue siendo competencia exclusiva de los Estados
, por lo que siguen existiendo diferencias fiscales entre países que afectan a la movilidad de bienes y servicios, en particular las diferencias en la imposición indirecta: IVA e impuestos especiales.
· Armonización del IVA.
En principio, existen 2 formas de aplicar los impuestos indirectos a los bienes que son objeto de comercio intracomunitario:

1. Imposición en el país de origen: los bienes se gravan según el tipo vigente en el país en el que se han producido, y los ingresos revierten a dicho Estado. Éste era, en principio, el método que la UE tenía por objetivo implantar a largo plazo, pero cuya aplicación sigue aún pospuesta.
· No obstante, este método no es aconsejable hasta que no exista una importante armonización impositiva (de la base imponible y de los tipos de gravamen), puesto que en ese caso los bienes de diferentes países estarían recibiendo un trato discriminatorio (pues, por ejemplo, 2 bienes producidos en 2 países diferentes podrían competir en un mismo mercado en desigualdad de condiciones, ya que estarían haciendo frente a cargas fiscales diferentes).

2. Imposición en el país de destino: los bienes se gravan según el tipo vigente en el país de consumo final, y los ingresos se los apropia el Estado importador.
· Este sistema presenta la ventaja de que no resulta necesaria la armonización del tipo impositivo, lo cual permite a los Estados miembros mantener la autonomía en su política fiscal. 
Proceso en la UE.

· Introducción del IVA. Cuando se introdujo el sistema de recursos propios de la UE en 1970, se acordó la implantación obligatoria del IVA en todos los Estados miembros.
· Armonización de la base imponible. A través de una Directiva de 1977, se armonizaron los criterios para definir la base imponible, de modo que quedó configurada una base imponible uniforme (con alguna escasa excepción, como por ejemplo la de obras de arte y antigüedades).

· Armonización del tipo de gravamen. Finalmente, en 1993 dio comienzo una tercera fase, que aún no ha concluido hoy en día, y que busca lograr la armonización de los tipos de gravamen. Esta tercera fase consistió en la introducción en 1993 de un régimen transitorio para el IVA, en el que destacan las siguientes características:
a. Se aplica el método de imposición en destino, de forma que el IVA aplicable a las transacciones intracomunitarias se grava en el país de destino y está exento en el país de origen. Esto requiere una cooperación entre las autoridades fiscales de los Estados miembros, con el fin de verificar la veracidad de las declaraciones (sistema VIES).
b. Quedan abolidos los ajustes fiscales en aduana.

c. Cada Estado debe aplicar un tipo normal de IVA no inferior al 15%, pudiendo establecer uno o dos tipos reducidos (uno de los cuales no puede ser inferior al 5%).

d. Queda abolido el concepto de tipo de lujo.

· Como se ha señalado, este régimen se introdujo con la idea de que fuese transitorio. Así, la idea inicial era que, para 1997, se hubiese producido una armonización muy estrecha de los tipos de gravamen del IVA que permitiese el paso a un sistema de imposición en origen.

· Sin embargo, la instauración de este régimen definitivo se ha aplazado sine die, por lo que hoy en día sigue plenamente vigente el régimen transitorio
. De hecho, los esfuerzos recientes de la Comisión van más en la línea de mejorar el funcionamiento del régimen transitorio que de implantar el régimen definitivo
.

· Armonización de los impuestos especiales.

El Paquete Cockfield intentó establecer un tipo único para cada uno de los productos objeto de gravamen. Sin embargo, no salió adelante.

En 1992 se llegó a un acuerdo materializado en una Directiva de 1992, según la cual:

1. Prima el principio de subsidiariedad.

2. Se consagra de forma permanente el principio de imposición en destino.

3. En lugar de imponer tipos únicos, se acuerda el establecimiento de unos tipos mínimos para cada producto.

Problema: las importantes diferencias en tipos incentivan el contrabando.

 2.3. Libre circulación de servicios
· El sector servicios es clave debido a su importancia:

1. Cuantitativa: genera 2/3 del valor añadido de la UE.
2. Cualitativa: su liberalización repercute no sólo en el sector servicios, sino también en la eficiencia de todo el tejido industrial y empresarial que se sirve de actividades del sector terciario.

· Sin embargo, hasta los años 80, la integración a escala comunitaria del sector servicios era escasa debido a que los servicios comercializables tenían todavía poco peso en la producción.
De ahí que el Tratado de Roma no concretase qué servicios liberalizar ni el método a seguir, en claro contraste con el elevado grado de detalle impuesto a la circulación de bienes.

No obstante, el Tratado de Roma establecía la necesidad de liberalizar el sector servicios para conseguir el mercado común.

· No será hasta la publicación del “Informe Delors I” (o “Libro Blanco”) que los servicios jueguen un papel fundamental en la política comunitaria.
Las mayores barreras a la integración de los servicios están relacionados con la regulación nacional del sector
. De ahí que el Libro Blanco, en su enfoque para el sector servicios, se basase en el principio de reconocimiento mutuo de las normas nacionales (apoyado en determinados casos –como los servicios financieros–, en la armonización de ciertas cuestiones básicas). 
Además, a diferencia del enfoque seguido para las mercancías, el enfoque para promover la libertad de circulación de servicios fue: i) sectorial (dado que los diferentes sectores partían de situaciones muy diferentes); y ii) gradual (pues la integración va cobrando mayor fuerza a medida que avanza la década de los 90).

· No obstante, en los años 2000 todavía se constata la persistencia de deficiencias que afectan de manera importante al funcionamiento del mercado interior de servicios. Esto hace que la Comisión presente en 2004 una importante propuesta de Directiva (la conocida como Directiva Bolkenstein), que trató de dar un impulso importante a la integración de este sector y crear un verdadero mercado interior de servicios para el año 2010.
Esta Directiva, adoptada por el Parlamento y el Consejo en 2006 (y que debía transportarse como muy tarde en 2009), tiene los siguientes rasgos característicos:
1. Trata de garantizar la libertad de prestación de servicios y la libertad de establecimiento, pero reforzando al mismo tiempo los derechos de los consumidores.

2. Sigue un enfoque global en la configuración de un mercado interior de servicios, que contrasta con los enfoques sectoriales seguidos hasta ese momento. La norma afecta, pues, a todos los servicios (excepto a 12).
3. Exige a los Estados que sean ellos los que revisen y adapten su marco legal para eliminar todos los obstáculos, en vez de ser la Comisión la que tenga que iniciar procedimientos de infracción caso a caso.

4. Se sigue aplicando el principio de reconocimiento mutuo. 

5. Se fija el principio del país de origen para la prestación de servicios, según el cual los proveedores de servicios deben cumplir las normas del país donde están establecidos y no las del país donde se presta el servicio.

· Esto generó temores a que se produjeran situaciones de dumping social. No obstante, la Directiva incorpora excepciones, de modo que las normas laborales de los trabajadores que se desplazan temporalmente para prestar un servicio serán las del país de destino (por lo que las posibilidades de que aparezca esta distorsión se ven limitadas).

· Servicios financieros. De entre los sectores excluidos por la Directiva Bolkenstein, quizá el más destacable es el de servicios financieros. No obstante, la UE también ha llevado a cabo un notable esfuerzo por lograr una mayor integración comunitaria en este sector. Este esfuerzo se ha materializado en el “Plan de Acción en materia de servicios financieros”, en el que destacan:

1. Una Directiva de servicios que trata de establecer un marco jurídico para la creación de la Zona Única de Pagos para el Euro (SEPA en inglés), con el objetivo de que todos los pagos en la UE puedan realizarse con la misma facilidad y seguridad que los pagos nacionales internos.

2. Varias Directivas de adecuación de capital, que tienen por objetivo lograr la igualdad de trato entre las entidades de crédito y empresas de inversión, estableciendo un marco común para la evaluación de los riesgos de mercado.

3. La Directiva sobre Mercados de Instrumentos Financieros, que introduce el conocido como “pasaporte único” para las empresas de servicios de inversión, con el fin de permitirles operar en toda la UE minimizando los trámites necesarios y aumentando la protección de sus clientes.

 2.4. Libre circulación de personas
· La libre circulación de personas comprende 3 elementos:
1. La libre circulación de trabajadores por cuenta ajena. Es decir, la posibilidad de acceder a un empleo asalariado en cualquier país de la UE.

2. Libre circulación de trabajadores por cuenta propia, ya sea:

1.1. De forma permanente (libertad de establecimiento).

1.2. De forma personal (libertad de prestación de servicios).

· El Tratado de Roma ya estableció, en su art. 48, que los trabajadores de la CEE tenían derecho a circular libremente dentro del territorio comunitario, prohibiéndose cualquier tipo de discriminación por razón de nacionalidad.
Las únicas excepciones se referían a algunos empleos públicos y a situaciones justificadas por motivos de seguridad o salud pública.

· En los años 90 se producen 2 importantes avances:

a. Tratado de Maastricht (firmado en 1992, en vigor en 1993). El Tratado amplía el concepto de libre circulación de personas, pues hasta entonces se trataba de una libertad únicamente económica (i.e. de trabajadores). Desde este momento se trata de una libertad más amplia, pues al introducir el concepto de ciudadanía europea, las personas pueden adquirir, al trasladarse, un conjunto de derechos más amplio (p.ej. derecho de voto en las elecciones municipales).

b. Acuerdo Schengen.
· En 1985, cinco países (Alemania, Francia, Bélgica, Holanda y Luxemburgo) firman el Acuerdo de Schengen para la supresión de sus fronteras comunes. 
· Posteriormente, ante el éxito de dicho tratado, se decide integrarlo en el Tratado de Ámsterdam, con lo cual forma parte del acervo comunitario desde 1999.
· El Acuerdo Schengen integra en la actualidad a 26 países:

· La mayoría de los países de la UE forman parte de él, salvo Reino Unido e Irlanda (que activaron la cláusula opt-out del Tratado de Ámsterdam) y Bulgaria, Rumanía, Chipre y Croacia (que aún no cumplen los requisitos
).

· Algunos Estados no miembros también forman parte del Acuerdo: Noruega, Suiza, Islandia y Liechtenstein (países de la EFTA).
· Los elementos clave del Acuerdo Schengen son:

1. Supresión de controles en las fronteras interiores de los países signatarios.
No obstante, como último recurso, las fronteras pueden restablecerse temporalmente en situaciones excepcionales (p.ej. por motivos de orden público y seguridad interna). La mayoría de países ha hecho en alguna ocasión uso de esta cláusula (p.ej. con la crisis actual de refugiados).
2. Refuerzo de las fronteras exteriores y mayor cooperación policial y judicial.
3. Visado común para los ciudadanos de terceros países. Dicho visado será válido para un período de 3 meses. Para estancias más largas, el visado deberá ser expedido por el país al que concierna.

· La garantía de la libre circulación también ha requerido aumentar la cooperación en otras áreas:

1. Homologación de títulos.

2. Coordinación de las administraciones nacionales para respetar los derechos de los trabajadores al no existir un sistema de seguridad social comunitario.

· No obstante, la libertad de personas no está tan avanzada como el resto de libertades, debido fundamentalmente a 3 motivos:

1. En algunas áreas clave para asegurar la libre circulación de personas no ha habido armonización y apenas coordinación (p.ej. fiscalidad en materia de trabajo).

2. Barreras culturales y lingüísticas.

3. Al no existir un sistema de protección social a escala comunitaria, la libre circulación de personas, en su versión de ciudadanía, no tiene un reconocimiento inmediato: para estancias superiores a 3 meses, el Estado de acogida puede exigir a los nuevos residentes que demuestren que tienen suficiencia económica (para evitar que se conviertan en una carga económica)

 2.4. Libre circulación de capitales
· La libertad de circulación de capitales se manifiesta en 2 ámbitos: la libertad de movimientos de capitales, y la fiscalidad directa que afecta a ésta (principalmente, en lo que se refiere a al impuesto de sociedades):
· Libertad de movimientos de capitales.

El Acta Única Europea fomentó la libre circulación de capitales al concederle tanta importancia como a la de bienes y servicios.

Una Directiva de 1988 fija el 1 de julio de 1990 como fecha límite para la liberalización completa de los movimientos de capitales
.

Actualmente, todos los miembros aplican un régimen de libertad completa de movimientos de capitales
.

· Fiscalidad directa. 

En cambio, los progresos en materia de armonización fiscal, sobre todo en lo que se refiere al impuesto de sociedades, han sido menores. 

Las divergencias en el tipo societario pueden generar una “competencia fiscal a la baja” para atraer capitales (caso Irlanda).

 3. LA POLÍTICA DE COMPETENCIA DE LA UE

 3.1. Justificación
· Para garantizar un adecuado funcionamiento del mercado común no basta con eliminar barreras (lo que se conoce como “integración negativa”), sino que es necesario poner en marcha políticas comunes que permitan aprovechar al máximo el potencial del mercado interior (“integración positiva”).

Tal es el caso de políticas como la de transportes, la agrícola (para evitar que las políticas nacionales produjeran distorsiones vía subvenciones que generasen ventajas artificiales intracomunitarias) o, sobre todo, la de competencia.
Así, por ejemplo, dado que uno de los efectos más importantes del mercado interior son los efectos pro-competitivos que éste genera, es necesario contar con una política que garantice la libre competencia para que los beneficios potenciales se puedan materializar en la práctica.
 3.2. Normas de defensa de la competencia comunitaria
· La política de competencia es una de las 4 competencias que la UE tiene atribuidas en exclusividad por el art. 3 TFUE.
· La base jurídica sobre la que se fundamenta la política de competencia comunitaria está formada por los arts. 101 a 109 del TFUE y los Reglamentos 1/2003 y 139/2004, y puede dividirse en 3 grandes grupos:
1. Normas aplicables a las empresas que prohíben las prácticas colusorias y el abuso de posición dominante.
2. Normas aplicables a las empresas sobre el control de las operaciones de concentración económica.

3. Normas aplicables a los Estados que comprenden la prohibición y el control de las ayudas públicas a las empresas.

Normas aplicables a las empresas que prohíben las prácticas colusorias y el abuso de posición dominante

· Estas normas se recogen, además de en el TFUE, en el Reglamento 1/2003.
· Prácticas colusorias. 

El art. 101 TFUE (antiguo art. 81 TCE) define la colusión como las acciones entre dos o más empresas que impiden la competencia en un mercado.

El propio art. 101 recoge una lista ejemplificativa de lo que podría considerarse colusión:

1. Acordar precios y otras condiciones de transacción.
2. Limitar o controlar la producción, la distribución, o las inversiones.
3. Repartirse los mercados o las fuentes de aprovisionamiento.

4. Aplicar condiciones desiguales para prestaciones equivalentes que coloquen a unos competidores en situación desventajosa frente a otros.

5. Subordinar la celebración de contratos a la aceptación de prestaciones suplementarias que, por su naturaleza, no guarden ninguna relación con el objeto de dichos contratos.

No obstante, se exceptúan aquellas acciones que:

a. Contribuyan a mejorar la producción o la distribución de los productos o a fomentar el progreso técnico o económico, y

b. Redunden en un beneficio para los consumidores, y
c. Sean imprescindibles para alcanzar estos objetivos (i.e. no haya otro medio), y

d. No eliminen de manera sustancial la competencia.

Hay que señalar que la práctica totalidad de los expedientes que abre la Comisión por infracción del art. 101 TFUE forman parte del conocido como “programa de clemencia”, que es un sistema que ofrece inmunidad total o reducción de multas a cambio de evidencias sobre prácticas colusorias.

· Abuso de posición dominante.
El art. 102 TFUE no prohíbe la existencia de una posición de dominio (pues la empresa la puede haber obtenido por sus propios méritos), sino el uso anticompetitivo de dicha posición dominante. 
Básicamente, el abuso de posición dominante es muy similar a las prácticas colusorias, con la diferencia de que en este caso el poder económico del operador le permite realizar la práctica anticompetitiva sin necesidad de coordinarse con otros agentes.

Algunos ejemplos de abusos de posición dominante son:

a. Precios predatorios (dumping temporal).

b. Acuerdos de marca única (p.ej. un proveedor prohíbe a sus clientes comprar bienes de sus competidores).

A diferencia de lo que ocurre con las prácticas colusorias, para el abuso de posición dominante no se prevé ninguna excepción, ya que se considera que este tipo de actuaciones no reportan ganancias de eficiencia ni actúan en beneficio de los consumidores.
Normas aplicables a las empresas sobre el control de las operaciones de concentración económica
· El Reglamento 139/2004 es la norma comunitaria vigente en el control de las operaciones de concentración económica.

· El concepto de concentración es muy amplio, y abarca cualquier operación por la que se obtenga el control, exclusivo o compartido, sobre una empresa.

· El Reglamento establece la obligatoriedad de notificar previamente a la Comisión las operaciones de concentración empresarial que superen los umbrales para ser consideradas de dimensión comunitaria
 
. Por debajo de dichos umbrales, el control lo realizan los Estados miembros.

· La Comisión prohibirá aquellas concentraciones que supongan un obstáculo a la competencia efectiva.

Normas aplicables a los Estados que comprenden la prohibición y el control de las ayudas públicas a las empresas

· Se recogen en los arts. 107 a 109 del TFUE, y prohíben las ayudas que concedan los Estados miembros por medio de recursos estatales, en cualquiera de sus formas, y que falseen o amenacen con falsear la competencia.
Las ayudas pueden revestir numerosas formas: subvención, bonificación de intereses, exenciones de impuestos (caso Apple en Irlanda) o de tasas.

· No obstante, pueden ser compatibles determinadas ayudas:

1. Las de carácter social concedidas a los consumidores individuales, siempre que no sean causa de discriminación de productos.

2. Las destinadas a reparar los perjuicios causados por desastres naturales o acontecimientos excepcionales.

3. Las destinadas a favorecer el desarrollo económico de regiones poco desarrolladas.

4. Las ayudas para promover la cultura y la conservación del patrimonio. 

· El art. 108 establece un régimen de vigilancia de las ayudas públicas: los Estados deben notificarlas a la Comisión, que deberá pronunciarse sobre su compatibilidad.
· Por último, el art. 109 faculta al Consejo, a propuesta de la Comisión y previa consulta al Parlamento Europeo, para excluir determinados tipos de ayudas de la obligación de notificación previa.

Éste suele ser el caso de las ayudas horizontales (ayudas a la pymes, al medio ambiente, a la innovación, etc.).

 3.3. La promoción de la competencia
· La política de competencia no sólo se resume en una política represiva de prácticas contrarias a la competencia en el mercado único, sino también de promoción, particularmente en la liberalización de los mercados sometidos a monopolios estatales (y, entre ellos, los relativos a las industrias de red: gas, electricidad, transporte y telecomunicaciones).

 3.4. La coordinación de la política de competencia con otras autoridades
· La UE, siguiendo una Recomendación de la OCDE, tiene suscritos acuerdos de cooperación bilateral con EEUU, Canadá y Japón.

· Asimismo, la UE es miembro fundador de la Red Internacional de Competencia, cuyo fin es facilitar la cooperación y la convergencia de legislaciones entre los países miembros.

· Además, como la política de competencia se aplica tanto por la Comisión como por las Autoridades Nacionales de la Competencia, se creó la llama Red de Autoridades de Competencia. 

 CONCLUSIONES

· Las ideas clave de este tema son:

1. …

2. …

3. …

� Para ponerlo en perspectiva: PIB EEUU 2015: 16 billones de euros; PIB China 2015: 10 billones de euros.


� Y es que, dado que ya no es posible realizar controles en las fronteras intracomunitarias, existiría el riesgo de que los productos entraran al mercado interior por la frontera de un Estado miembro y se desplazaran desde éste a otros Estados miembros.


� De ahí que siempre se aplique la regla de la unanimidad para la aprobación de cualquier normativa de armonización fiscal.


� La resistencia de los Estados al paso a un sistema de gravamen en origen se debe a: i) para su correcto funcionamiento, el sistema requiere, como hemos visto, una armonización de los tipos de gravamen, lo cual reduce el margen de maniobra de las políticas fiscales nacionales; y ii) los países importadores saldrían perjudicados ya que dejarían de recaudar el IVA por estas transacciones.


� Un ejemplo es la importante Directiva de 2006, que actualiza la de 1977 y refunde otras disposiciones en vigor en un único texto jurídico, para establecer un marco legislativo más claro para el sistema actual.


� Es frecuente la regulación intensiva del sector servicios por parte de los poderes públicos, pues a menudo se dan 2 tipos de fallos de mercado: i) externalidades (p.ej. transportes y medio ambiente); y ii) información asimétrica (que puede dar lugar a problemas de reducción de la calidad). 


� Rumanía y Bulgaria han invertido importantes sumas de dinero en equipos de vigilancia de alta tecnología para vigilar sus fronteras, pero muchos países se siguen negando a su ingreso en el espacio Schengen porque alegan que sus fronteras externas siguen siendo vulnerables al crimen organizado.


� España, Irlanda y Portugal mantendrían restricciones hasta 1992, y Grecia hasta 1994.


� Acciones de oro: las “acciones de oro” son los instrumentos que han utilizado muchos Estados para proteger sus empresas públicas tras el proceso de privatización que se inició en Europa a finales de los años 80 y principios de los 90. Este instrumento concedía a los gobiernos la última palabra en asuntos clave como fusiones, adquisiciones o nombramiento de consejeros. España, por ejemplo, se reservó derechos de este tipo en Telefónica, Repsol, Endesa, etc. La posición jurídica comunitaria en este asunto se ha ido forjando a través de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, que ha señalado que para que la acción de oro sea válida, es necesario que: i) responda a razones de interés general; ii) sea proporcional; y iii) establezca criterios objetivos que no tengan carácter discriminatorio. 


� Procedimiento:


Fase I: tras la notificación, la Comisión lleva a cabo un primer examen en el plazo de un mes, tras el cual, si la operación no presenta mayores dudas, es aprobada. La mayoría de las notificaciones son resueltas en esta fase.


Fase II: si durante el primer examen se advierte que, como resultado de la operación, puede llegar a constituirse una situación anticompetitiva, la Comisión efectúa un examen más profundo, al término del cual puede autorizar la operación, autorizarla con condiciones o declararla incompatible con el mercado común.


� Para que la operación de concentración tenga dimensión comunitaria se tienen que dar 3 condiciones simultáneamente:


El volumen de negocios mundial realizado por el conjunto de las empresas afectadas supere los 5.000 millones de euros, y


El volumen de negocios comunitario realizado individualmente por al menos dos de las empresas afectadas por la concentración supere los 250 millones de euros, y


Se dé la condición de transnacionalidad (que no se da cuando cada una de las empresas afectadas realiza más de 2/3 de su volumen de negocios comunitario en un mismo Estado miembro).





�Apuntes de Álvaro


�Apuntes de Álvaro
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